BOLETIN N°893‑03 (S)

INFORME D8 LA COMISION DE ECONOMIA FOMENTO Y DESARROLLO RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY, REMITIDO POR EL H. SENADO, QUE DICTA NORMAS SOBRE ACREDITAMIENTO Y SUPERVISION DE ORGANISMOS DE CERTIFICACION OFICIAL DE CALIDAD DE PRODUCTOS HORTOFRUTICOLAS EXPORTADOS A COMUNIDADES EUROPEAS Y A OTROS ESTADOS.

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a informaros el proyecto de ley, remitido por el H. Senado, que dicta normas sobre acreditamiento y supervisión de organismos de certificación oficial de calidad de productos hortofrutícolas exportados a comunidades europeas y otros estados.

Durante el estudio de esta iniciativa legal, la Comisión recibió de los señores Jorge Marshall, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, Jean Jacques Duhart, Secretario Ejecutivo del Programa de Ciencias y Tecnología, Pedro Vergara, Presidente del Centro de Estudios de Medición y Certificación de Calidad (CESMEC) y Miguel Edwards, Asesor Jurídico del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción amplia información acerca de los fundamentos que tuvo presente el Ejecutivo para someterla a consideración del Congreso Nacional como, asimismo, dieron respuesta a consultas de señores Diputados relativas a la materia.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES.

En los diversos sistemas de economía que se aplican actualmente existe un elemento al que cada día se le está dando mayor importancia cual es el incentivar la exportación de sus productos a mercados extranjeros con el propósito de obtener recursos que permitan equilibrar la balanza comercial con otros países de los cuales se importan mercaderías para satisfacer sus necesidades. Dentro de este rubro, se destaca la calidad como factor competitivo que incide con fuerza en los mercados internacionales ya que no sólo es interesante poder colocar los productos de un país en dicho mercado, sino que es importante que éstos se logren comercializar en buenas condiciones y tener una recepción por parte de los compradores. Ahora bien, todos los países se han preocupado en desarrollar sistemas que privilegien en buena forma el reconocimiento de la calidad de los productos que exportan a otros países para lo cual se ve como prioritario disponer de un sistema de certificación que tenga aceptación en el exterior.

En el contexto de lo anterior se inserta la resolución adoptada por la Comunidad Económica Europea, la que a través de su Comisión ha dictado el Reglamento (CEE) N° 225/92, de fecha 29 de julio de 1992, relativo a los controles de calidad de las frutas y hortalizas frescas. E1 estatuto, en su artículo 8° del Capítulo III "sobre controles de conformidad de las frutas y hortalizas en el momento de la importación en la Comunidad", dispone lo siguiente:

"Artículo 8°.‑

1.‑ Antes de .su introducción en el territorio de la Comunidad, las frutas y hortalizas procedentes de terceros países, destinadas a ser consumidas en estado fresco y para las que existan normas comunes de calidad, se someterán a un control de conformidad que tendrá por objeto comprobar si las mercancías cumplen esas normas comunes de calidad, o normas al menos equivalentes en el caso de los terceros países distintos de los terceros países europeos y los terceros países no europeos de la cuenca del Mediterráneo.".

El Reglamento a su vez, en su artículo 9 señala:

"1.‑ si los servicios oficiales de control de los terceros países han sido autorizados previamente, las mercancías serán sometidas a un control de conformidad antes de su exportación a la Comunidad.

2.‑ La autorización a que se refiere el apartado 1 se concederá al servicio oficial del tercer país que así lo solicite y sobre el territorio del cual se cumplan, para los productos exportados hacia la Comunidad, las normas comunes de calidad o normas al menos equivalentes, con arreglo al apartado 1 del artículo 8°.

El servicio oficial deberá ser un organismo de control de conformidad reconocido oficialmente y que ofrezca las garantías suficientes y que disponga del personal, del material y de las instalaciones necesarias para la realización de dichos controles."

Con esta norma se permite que aquella mercadería hortofrutícola que se exporte a Comunidades Europeas y a otros estados pueda ser controlada su conformidad en terceros países, siempre que hayan sido autorizados previamente. Se agregan a las disposiciones anteriores, algunas exigencias como ser que el servicio oficial debe ser un organismo de control de conformidad reconocido oficialmente, que ofrezca las garantías suficientes, y que disponga del personal, del material y de las instalaciones necesarias para la realización de dichos controles. Asimismo, se dispone que la autorización referida se concede por un período de tres años.

Fluye de los textos analizados que la exigencia de control de conformidad impuestas a partir del 1 de enero de 1993 no es limitada y permite una alternativa al exportador ya sea que revise su mercadería en puerto de destino o efectuar ese control en el país de origen, lo que en el caso de frutas y hortalizas se evita su deterioro y consiguiente perjuicio para los productores y exportadores.

Para un mejor y completo conocimiento de los antecedentes que se vinculan a la materia, se estima conveniente mencionar que en el país exista un cuerpo legal que establece normas sobre calidad de productos de exportación. Es el decreto ley N° 2.699, de fecha 13 de junio de 1979.

Señala este texto que los productos de exportación de Chile serán objeto de controles relativos a sus requisitos de calidad, únicamente en la forma y condiciones en que el importador extranjero y el exportador nacional lo convengan. 

Se agrega que los servicios de verificación y certificación de calidad de productos de exportación podrán ser prestados tanto por entidades del sector público como por personas jurídicas o naturales del sector privado en la forma y condiciones que acuerden con los interesados.

Por último, se dispone que un reglamento establecerá normas sobre autorización de existencia, registro y funcionamiento de las entidades particulares que ejerzan las actividades que se señala en el texto legal aludido.

E1 Gobierno, en uso de la atribución antes concedida, dictó el Decreto Supremo N° 601, de 17 y 23 de noviembre de 1992, que reglamentó el Decreto Ley referido.

II.‑
IDEAS FUNDAMENTALES 0 MATRICES DEL PROYECTO D8 LEY EN INFORME.

E1 Supremo Gobierno en los considerandos que se acompañan al proyecto de ley remitido al H. Senado explica la situación producida con motivo de la dictación por parte de la Comunidad Europea del reglamento N° 2251/92, ya analizado anteriormente. Concluye que el servicio oficial que se implemente en el país para cumplir esta tarea debe ser un organismo de control de conformidad designado oficialmente por las autoridades chilenas, debe ofrecer las debidas garantías, disponer del personal idóneo, material y las instalaciones necesarias para llevar a cabo los controles referidos.

Para cumplir lo antes expresado se hace necesario disponer de un texto legal que especifique normas sobre acreditación y supervisión de organismos de certificación oficial de calidad de productos hortofrutícolas exportados a la Comunidad Económica Europea y a otros Estados.

Se deja expresa constancia por parte del Ejecutivo, que al proponer este texto legal no se elimina ni suspende el estudio de otro proyecto de ley, también pendiente en el H. Senado, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Conformidad de Exportaciones, el que por su naturaleza requiere un estudio más detallado ya que su ámbito de aplicación incluye todos los productos que exporte el país y a todos los mercados extranjeros. En cambio, esta iniciativa legal sólo legisla respecto de productos hortofrutícolas y que sean exportados a las comunidades europeas.

III.‑ DISCUSION DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.

A.‑ En General.

La Comisión realizó un debate sobre la materia, escuchando en primer término al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción don Jorge Marshall, quien entregó los fundamentos que tuvo presente el Supremo Gobierno para patrocinar esta iniciativa legal. Señaló que en los últimos tres años se ha podido constatar de parte de los países desarrollados un creciente interés en aumentar las exigencias de calidad de los productos que importan, en especial los hortofrutícolas, por la incidencia que tienen en la salud de la población consumidora. En este sentido, la Comunidad Europea, en

apoyo de la medida mencionada, ha establecido que se debe dar importancia a tres grupos de productos, que son los relacionados con salud, seguridad y medio ambiente. Agregó que estos productos, los cuales se incluyen en los referidos a salud, los hortofrutícolas, deben estar sujetos a control de calidad.

Consecuencia de esta posición ha sido la dictación del reglamento Nº 2251/92, del 29 de julio de 1992, tantas veces comentado, que en su esencia dispone que las frutas y hortalizas que se exporten a los países de la Comunidad Europea deberán ser sometidas a un control de calidad certificado oficialmente en el país de origen y si esto no fuere posible, la referida certificación se deberá efectuar en el lugar de recepción del producto por expertos de la Comunidad. Informó el señor Ministro que la Comunidad Europea exige que el control de conformidad, que es aquel control físico o formalidad administrativa efectuado por agentes especializados de los organismos competentes designados por los Estados miembros para comprobar la conformidad de las frutas y hortalizas con las normas comunes de calidad, con arreglo al método y los procedimientos previstos en el reglamento que se dictó para el efecto, sea realizado por entidades certificadoras oficiales, es decir, entidades ya sean privadas o del Estado, que han sido reconocidas por éste como idóneas para efectuar las funciones de certificación.

Expresó el señor Ministro que la Comunidad Europea es explícita en requerir que quien califique la idoneidad de las entidades que dan el servicio de control de conformidad sea un organismo oficial de Gobierno, que en el caso de nuestro país será el Subsecretario del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y no una corporación de derecho privado o una empresa estatal y, por otra parte, el carácter de organismo oficial se otorga por la comunidad Europea a entidades que se hayan sometido previamente a un proceso de acreditación.

Abundó el señor Ministro en su planteamiento al señalar que el acreditamiento exigido se basa fundamentalmente en las normas ENCH2400, que corresponden a las Normas europeas EN4500. En particular, se aplican las normas NCH2412 c92 (EN45012) referidas a "criterios generales para organismos de certificación que efectúan la certificación del sistema de calidad."

En estas normas se determina el campo de aplicación de las mismas, se definen diversos términos empleados, se fijan los procedimientos de certificación y supervisión, los medios requeridos para cumplir en debida forma la tarea encomendada, en general, se estatuye el sistema que deberá emplear el organismo certificador para tal efecto.

Finalmente el señor Marshall expresó que el Supremo Gobierno ha presentado esta iniciativa legal con el objeto de dar cumplimiento a las exigencias impuestas por la Comunidad Europea respecto del control de calidad de frutas y hortalizas que exporte nuestro país a esos estados. Recalcó que este proyecto de ley fue analizado previamente con representantes del sector privado y grupos técnicos vinculados a la materia, los que otorgaron su asentimiento y que busca solucionar una situación singular y específica que no altera la

normal tramitación de otro proyecto pendiente en el H. Senado que crea el Sistema Nacional de Certificación de Exportaciones.

La Comisión analizó diversos alcances de la iniciativa legal en informe; en especial, aquellos relativos a las exigencias de la Comunidad Económica Europea en relación a las que solicitan otros países importadores o instituciones afines en la materia.

Se informó al respecto, que las normas vigentes en el país hoy son de mucho mayor rigidez que las aplicadas por la Comunidad Económica Europea y, a su vez, son semejantes a las que usan la mayoría de los países.

Los señores Diputados se manifestaron acorde con los principios que postula la iniciativa legal en análisis fundamentalmente porque viene a solucionar un grave problema que se le podría presentar a los productores y exportadores nacionales al tener que enviar sus productos hortofrutícolas sin la certificación requerida, la que sólo se efectuaría en el puerto de destino con los consiguientes riesgos y perjuicios que esto significa. En cambio, al tener la posibilidad de embarcar frutas y hortalizas desde Chile con los científicos requeridos se elimina ese riesgo y costos anexos en que se incurrirían.

La Comisión estimó que al establecerse un sistema y un registro de acreditamiento de organismos de certificación oficial ante la Comunidad Económica Europea y otros estados extranjeros se resguarda en dicha forma tanto los intereses de los productores y exportadores por un lado , como de los países importadores y su población, por otro. Se hizo notar que el texto legal propuesto reglamenta muy detalladamente todo lo relativo a la inscripción como certificados, la posibilidad de apelar ante la negativa de obtener la designación como tal y, 'además, se sancionan las infracciones que se pudiesen cometer contra las normas de esta ley.

Luego de un debate, la Comisión acordó por unanimidad dar su aprobación en general al proyecto de ley en informe.

B.‑ En particular

Artículo 1Q.‑

Esta norma establece el ámbito de aplicación de esta ley respecto del acreditamiento, funcionamiento y supervisión de los organismos de certificación de calidad de productos hortofrutícolas, cuando ésta tenga carácter oficial para las comunidades europeas, otras comunidades de países y otros estados que exijan este requisito y la operación se efectúe en Chile.

Este mismo artículo dispone que los controles sanitarios y fitosanitarios que correspondan efectuarse en el país serán realizados por los Ministerios de Salud y de Agricultura, a través de los servicios públicos competentes.

La Comisión, luego de un breve análisis, dio su aprobación a esta norma legal por unanimidad en los mismos términos propuestos.

Artículo 2Q.‑

Dispone un procedimiento práctico para el análisis del texto legal al señalar que las referencias que se hacen al Ministerio, al Subsecretario o ala Subsecretaría se deberán entender hechas al Ministerio de Economía, Fomento Y Reconstrucción, al Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, o a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, en su caso.

Sin debate y por unanimidad se aprobó este artículo en los mismos términos.

Artículo 3Q.‑

Este artículo fija el procedimiento para optar a la calidad de certificador oficial de productos hortofrutícolas para las comunidades europeas y las otras comunidades y estados.

Se debe solicitar al Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción su autorización para figurar en un registro especial que llevará ese Ministerio.

Se dispone, asimismo, como requisito previo para solicitar la inscripción referida, el acreditar que se cuente con instalaciones, recursos materiales y humanos y con los procedimientos técnicos necesarios para la prestación de los señalados servicios en forma idónea.

La Comisión analizó Detenidamente este artículo, en especial el inciso segundo, que exige disponer de ciertos elementos y conocimientos para optar a la calidad de certificador oficial. Se estimó que los términos que se emplean son muy genéricos y podrían prestarse para interpretaciones ambiguas.

Se revisó el término "organismos de certificación de calidad" que figura en el artículo 1º, en relación con este artículo.

Diversos señores Diputados argumentaron acerca de las dificultades que podrían presentarse a los certificadores de calidad para cumplir en debida forma la exigencia antes referida; como, también, se estimó conveniente aclarar el alcance que tiene el término antes comentado.

El Diputado señor Latorre señaló que, conforme a sus conocimientos en la materia, la palabra "organismo" en esta clase de actividad se entiende tanto una persona natural como jurídica y que su uso debe entenderse genérico.

El Diputado señor Recondo, a su vez, formuló algunos alcances relacionados con las exigencias de disponer de instalaciones para actuar en la condición de certificador. Estimó que el texto legal no define en debida forma sobre quien califica este elemento y la idoneidad de éste para cumplir tal función.

El señor Ministro de Economía Fomento y Reconstrucción don Jorge Marshall precisó que en la práctica, se privilegiará la experiencia profesional sobre otras razones para resolver sobre la aceptación de una solicitud para tener la calidad de certificador y que en cuanto a instalaciones, estima que ellas no siempre serán necesarias, ya que por la característica del servicio que se prestará, lo común será que se realice en el domicilio del solicitante.

Se presentaron las siguientes indicaciones con el objeto de mejorar y aclarar el texto de este artículo:

1.‑ De los señores Carlos Caminondo; Juan Martínez; Joaquín Palma; Juan Alberto Pérez y Ramón Pérez, para reemplazar la frase "la que deberá reunir todos..." por "para lo cual se requerirá reunir todos..." y

2.‑ De los señores Juan Carlos Latorre; Juan Martínez; Joaquín Palma; Ramón Pérez y Carlos Recondo, para reemplazar en el inciso segundo el punto final (.) por una coma (,), agregando la siguiente frase nueva: "los que se fijarán en el reglamento, atendiendo a la norma o especificación técnica conforme a la cual se emitirá el certificado.".

3.‑ De los señores Carlos Caminondo, Juan Martínez, Joaquín Palma y Juan Alberto Pérez, para intercalar en el artículo 3°, a continuación de las palabras "contar con" la siguiente frase: "contar con los recursos humanos, materiales y de instalaciones cuando así se requieran y de procedimientos técnicos..".

Cerrado el debate y puestas en votación las indicaciones se aprobaron por unanimidad las signadas con los N°s 1 y 2 y la N° 3 se rechazó por simple mayoría. E1 artículo propuesto por el H. Senado se aprobó por unanimidad.

Artículo 4°.‑

Este artículo regula el procedimiento al que deberá ceñirse el interesado en obtener la calidad de certificador, como también, los antecedentes y documentación que deberá acompañar ante la autoridad competente para tal efecto.

Se hace notar que entre los antecedentes se solicita copia autorizada del rol único tributario de la persona natural o jurídica. Esta disposición permite aclarar algunas dudas que, en su oportunidad, tuvieron algunos señores Diputados, en cuanto a determinar quienes forman los organismos de certificación, si sólo personas naturales o, también pueden ser sociedades, empresas u otras que caen en el término persona jurídica. A1 exigirse el rol único tributario se determina que puede ser cualquiera persona la que aspire a obtener este título de certificador de calidad.

La Comisión analizó especialmente lo dispuesto en la letra d) de este  artículo, referido a los costos de acreditación.

E1 señor Diputado don Juan Alberto Pérez manifestó la necesidad de que se aclare en debida forma esta materia como también, la exigencia señalada en la letra c) de requerir una auditoría interna permanente.

E1 señor Ministro de Economía Fomento y Reconstrucción don Jorge Marshall argumentó al respecto que esta norma legal busca establecer en la ley lo que, en el futuro, sería el valor que los organismos de certificación puedan cobrar por el servicio, el que no constituye ni una patente ni un derecho, sino tan sólo el costo de financiamiento que requiere el certificador por el servicio que entregará a un exportador de productos hortofrutícolas.

En cuanto a la exigencia de una auditoría interna permanente, se informó a la Comisión que ella no tendrá el carácter de auditoría contable, sino que se refiere a una auditoría de calidad, que busca privilegiar un sistema de control del trabajo que realice internamente el organismo de certificación de calidad para cumplir un requerimiento de terceros.

Se dispone, en este artículo, que la resolución que ordene la inscripción de una persona como certificador de calidad en el registro especial que llevará el Ministerio, se deberá publicar, en extracto, por una vez en el Diario Oficial. Busca esta norma dar publicidad respecto del registro al cual podrán acudir los interesados en obtener este servicio.

La Comisión, luego de un debate, dio su aprobación a este artículo por unanimidad en los mismos términos propuestos.

Artículo 5°.‑

Esta disposición legal permite que la persona que haya solicitado su inscripción en el registro de organismos de certificación de calidad de productos hortofrutícolas y haya sido rechazada, reclame al Ministro de Economía Fomento y Reconstrucción para que éste, si procede, disponga la inscripción conforme a lo solicitado. Se complementa la norma con la exigencia de requerir un informe al Ministro de Agricultura, el que debe ser favorable a la petición mencionada.

E1 Diputado señor Carlos Caminondo, conjuntamente con los Diputados señores Carlos Ignacio Kuschel, Juan Carlos Latorre, Juan Martínez, Joaquín Palma, Juan Alberto Pérez, Ramón Pérez y Carlos Recondo, formularon la siguiente indicación para agregar la frase final que se indica:

"E1 pronunciamiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá emitirse dentro de los 45 días siguientes a la presentación del reclamo.".

Se argumento en su favor que, conforme al texto del artículo, el Ministro no tiene plazo para resolver el reclamo formulado y podría darse la situación de que éste se dilatara en forma indefinida, con graves perjuicios para el requirente.

Luego de un breve debate la Comisión aprobó por unanimidad el artículo conjuntamente con la indicación propuesta.

Artículo 6°.‑

Señala este artículo las obligaciones a que deben dar cumplimiento los organismos de certificación inscritos en el registro especial, las que de su sola lectura se explican.

E1 Diputado señor Juan Carlos Latorre expresó algunos reparos respecto de la redacción del artículo por considerar que contiene normas que son propias del ámbito del reglamento.

Asimismo, cuestionó la exigencia impuesta en la letra h),como es que los organismos de certificación deberán efectuar gratuitamente  los análisis y ensayos de las muestras que les proporcione la Subsecretaría de Economía Fomento y Reconstrucción de 
acuerdo a las instrucciones impartidas por ésta y para el cumplimiento de as atribuciones que se otorgan en esta misma ley. Estimó que existen dos aspectos que son susceptibles de revisión. Uno es el relativo a la obligación que se impone, la que conlleva en sí un costo  l servicio que realice el análisis, el que a veces podría ser muy alto.

E1 otro, es referido a la facultad que se entrega a la Subsecretaría para exigir obligatoriamente a un organismo certificador que realice este trabajo.

A1 respecto, el señor Ministro de Economía Fomento y Reconstrucción don Jorge Marshall informó a la Comisión que existen dos procedimientos que podría emplear la Subsecretaría para fiscalizar el correcto desempeño de los servicios aludidos. E1 primero, que los análisis los efectúe directamente la Subsecretaría reproduciendo los realizados por los laboratorios privados, para lo cual debería disponer de la infraestructura necesaria.

E1 segundo, un sistema mixto o cruzado en virtud del cual se produce una fiscalización recíproca entre los laboratorios respecto de una misma muestra a analizar.

Se informó sobre la materia que con el sistema propuesto se busca encontrar una curva de comportamiento entre los laboratorios y poder detectar aquellos que tienen una tendencia a entregar valores superiores a una media y otros cuya tendencia sea a la baja. Se estima que acorde con la norma legal, se logre en la práctica que los servicios de certificación se muevan dentro de un universo estadístico normal y que no existan discrepancias de apreciación muy relevantes.

Por último, se precisó que en cuanto a las normas de certificación que se emplean en los laboratorios de ensayo, ellas corresponden a las E.N. 4500, que se traducen para Chile como NCH 2400 y que son las que se usan preferentemente en los países de Europa y que cuentan con la aceptación de los servicios del Estado, de los organismos de certificación y de los importadores.

La Comisión, luego de un debate, aprobó el artículo por unanimidad en los mismos términos propuestos.

Artículo 7°.‑

Esta norma regula el alcance que tendrá la certificación respecto del producto revisado, al disponer que ésta se efectuará sobre un lote del producto conforme a lo que solicite el requirente que contrate el servicio y, agrega, que consecuente con lo anterior, el certificado sólo tendrá validez para el lote inspeccionado.

La Comisión, sin perjuicio de compartir esta disposición, efectuó un debate acerca del alcance que se le debe dar al término "lote" y analizó la definición de la Comunidad Económica Europea, en el reglamento N° 2251/92, que señala:

"f) Lote

La cantidad de producto que, en el momento de control, presente idénticas características con respecto a los elementos siguientes:

‑ identidad del embalador y/o del expedidor, ‑ origen, ‑ naturaleza del producto, ‑ categoría de calidad, ‑ variedad o tipo comercial (en su caso),tipo
de envase y presentación, ‑ calibre (en su caso);".

Cerrado el debate, por unanimidad prestó su aprobación en los mismos términos.

Artículo 8°.‑

Dispone este artículo que la certificación de conformidad se deberá realizar considerando como referente aquellas normas que tengan equivalencia con las que exigen las comunidades europeas y otras comunidades de países o estados.

La Comisión aprobó esta disposición, sin debate, por unanimidad y en los mismos términos.

Artículo 9°.‑

Se exige que los certificados de conformidad que entregue un organismo revisor deben ser emitidos en formularios numerados, que serán confeccionado por el Ministerio.

E1 alcance de esta disposición sólo busca resguardar y dar seriedad a la función encomendada a un servicio de importancia y cuya opinión se evaluará en el extranjero al recibirse una mercadería importada desde nuestro país.

Se aprobó el artículo por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Artículo 10.‑

Este artículo da carácter de instrumento público a los certificados de conformidad de la exportación y a los formularios ya comentados, para los efectos establecidos en los artículos 193, 194 y 196 del Código Penal, que señala:

"Artículo 193.‑ Será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo el empleado público que, abusando de su oficio, cometiere falsedad:

1.‑ Contrahaciendo o fingiendo letra, firma o rúbrica.

2.‑Suponiendo en un acto intervención de personas que no la han tenido.

3.‑ Atribuyendo a los que han intervenido en él declaraciones o manifestaciones diferentes de las que hubieren hecho.

4.‑ Faltando a la verdad en la narración de hechos sustanciales.

Alterando as fechas verdaderas.

6.‑ Haciendo en documento verdadero cualquiera alteración o intercalación que varíe su sentido.

7.‑ Dando copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original.

8.‑ Ocultando en perjuicio del Estado o de un particular cualquier documento oficial.".

"Artículo 194.‑ E1 particular que cometiere en documento público o auténtico alguna de las falsedades designadas en el artículo anterior, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.".

"Artículo 196.‑ E1 que maliciosamente hiciere uso del instrumento o parte falso, será castigado como si fuere autor de la falsedad.".

La Comisión, sin debate y por unanimidad aprobó este artículo.

Artículo 11.‑

Se exime de responsabilidad pecuniaria al Estado con relación a los efectos que pudiesen tener los certificados de calidad que se emitan en el país respecto del control de un producto hortofrutícola.

La Comisión aprobó sin debate este artículo por unanimidad y en los mismos términos. 

Artículo 12.‑

Por este artículo, se entrega al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la supervisión del cumplimiento de las normas de esta ley por parte de los organismos de certificación de calidad.

Se dispone, además, que tanto el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción como el de Agricultura, en el ejercicio de estas funciones, deberán aplicar criterios que no signifiquen discriminación en cuanto al número y naturaleza de los controles que se impongan a los certificadores.

La Comisión aprobó sin debate y por unanimidad este artículo en los mismos términos propuestos por el H. Senado.

Artículo 13.‑

Se señala en este artículo que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en coordinación con el Ministerio de Agricultura, deberá aplicar un sistema de seguimiento que ayude a evaluar la confiabilidad que emane de los certificados que emitan los organismos de certificación.

Se explicó a la Comisión que este sistema se seguimiento se basa fundamentalmente en revisar muestras que se obtengan en los lugares en que se efectúe el servicio de certificación de un determinado producto hortofrutícola; a diferencia, con la norma que se contemplaba en el proyecto de ley, pendiente en el H. Senado, que establece un sistema nacional de certificación de calidad de exportaciones, el que se basa principalmente en el empleo de antecedentes estadísticos para este fin.

La Comisión aprobó este artículo por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Artículo 14.‑

Esta disposición legal señala las sanciones que deberá aplicar el ente fiscalizador a los organismos de certificación debidamente constituidos, ante el incumplimiento de las obligaciones que se les impone en la ley.

El señor Presidente de la República formuló indicación para sustituir el texto de este artículo, por el siguiente:

"Artículo 14.‑Las infracciones a las normas e
la presente ley y a sus reglamentos, serán sancionadas por el Subsecretario en conformidad a las disposiciones de esta ley.
A falta de sanción expresa y según la gravedad de la infracción, se aplicará alguna de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito:

b) Multa a beneficio fiscal, por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en la misma infracción se podrá triplicar el máximo de la multa, y

c) Cancelación de la inscripción en el registro especial. Esta sanción sólo procederá en los siguientes casos:

1.‑ Infracción grave de esta ley o de sus reglamentos;

2.‑ Dos o más infracciones leves de esta ley o de sus reglamentos, en el plazo de dos años;

3.‑ No acreditación a la Subsecretaría del pago de la multa que se le hubiere aplicado, dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo dentro del cual haya debido ser pagada;

En forma previa a la aplicación de sanciones, se deberá notificar al infractor el o los cargos que se formulan en su contra. E1 afectado, dentro de los diez días siguientes a la fecha de la notificación, deberá formular sus descargos.

Las multas deberán ser pagadas dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución respectiva, efectuando el pago efectivo* en la Tesorería Regional de la República correspondiente al domicilio del organismo sancionado.

En todo caso, para la aplicación de la sanción de cancelación de la inscripción, la Subsecretaría deberá contar con a lo menos un informe pericial, el que será facultativo en el caso de las demás sanciones, pero el afectado podrá exigirlo, pagando los honorarios o derechos correspondientes.

La resolución que imponga la sanción establecida en la letra c) de este artículo, se publicará, por una sola vez, a costa del infractor, un extracto en el Diario Oficial.

Las notificaciones que deban efectuarse para la aplicación de la presente ley, se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el organismo de certificación tenga registrado en la Subsecretaría. Se entenderá perfeccionada la notificación transcurridos cinco días desde la fecha de entrega del documento a la oficina de correos. No obstante, el Subsecretario podrá disponer que determinadas resoluciones se notifiquen por cédula, por un Notario Público o Receptor Judicial.".

Informó al respecto el señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción don Jorge Marshall que esta indicación tuvo su origen en la discusión de este proyecto de ley en la Sala del H. Senado, en la que diversos señores Senadores se manifestaron acorde en que esta ley tuviese un mecanismo de sanciones similar al de otros proyectos de ley de reciente discusión, como ser la ley sobre Consejo Nacional de Televisión y el segundo proyecto de ley sobre Telecomunicaciones. Conforme a esos planteamientos, el Supremo Gobierno ha acogido las sugerencias referidas y las ha materializado en la indicación aludida, la que sólo busca homogenizar el procedimiento a través del cual se aplican las sanciones a los certificadores de calidad que infrinjan normas del proyecto de ley en estudio, buscando que siempre se cumpla un debido proceso al respecto.

Con relación al N° 2) de este artículo, la Comisión analizó el plazo de dos años que se establece en el cual se pudiese incurrir en dos o más infracciones leves, para ser sancionado con la cancelación de la inscripción en el registro especial. Estimó que dicho plazo es excesivo y demoraría la posible aplicación de la sanción, por lo que acordó rebajar el plazo a un año.

Luego de un breve debate se acordó, por unanimidad, aprobar la indicación del Ejecutivo que sustituye el artículo 14 propuesto por el H. Senado con la sola modificación de reemplazar en el N° 2) de la letra c) "dos años" por la siguiente: "un año".

En consecuencia, se dio por rechazado el artículo 14 del proyecto de ley remitido por el H. Senado.

Artículo Transitorio.‑

Este artículo regula la situación que pudiese presentarse con relación a los certificadores de calidad que hubieren obtenido, de parte del Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, la conformidad para actuar como tal, conforme a lo dispuesto en el Decreto Ley N. 2.699, de 1979 y su Reglamento.

Se dispone que aquellos que han obtenido su inscripción entre el 23 de noviembre de 1992, fecha de publicación en el Diario Oficial del citado Decreto Ley y la fecha de vigencia de esta ley, se entenderán inscritos de pleno derecho en el registro especial a que se refiere el artículo 3°, ya que se objetó la legalidad del Decreto Ley referido por lo que podría cuestionarse la capacidad de estos certificadores para actuar como tal.

La Comisión compartió esta norma ya que ella soluciona una situación de hecho que no se desea agudizar en ningún momento. La aprobó por

unanimidad en los mismos términos propuestos.

IV.‑
ARTICULOS QUE CONFORME AL REGLAMENTO DE LA H. CAMARA, CORRESPONDEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.

No existen artículos en esta situación.

V.‑
DISPOSICIONES LEGALES DEL PROYECTO DE LEY CALIFICADAS COMO NORMAS DE CARACTER ORGANICO CONSTITUCIONAL 0 DE QUORUM CALIFICADO.


E1 proyecto de ley no contempla normas en estas condiciones.

VI.‑ ARTICULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD.

Se hace presente que tanto en general como cada artículo se aprobaron por unanimidad.

VII.‑
INDICACIONES 0 DISPOSICIONES RECHAZADAS POR LA COMISION.

La Comisión rechazó las siguientes disposiciones:

1.‑ Indicación de los señores Carlos Camimondo; Juan Martínez; Joaquín Palma y Juan Alberto Pérez, para insertar en el inciso segundo del artículo 3°, a continuación de las palabras "contar con" lo siguiente:

"contar con los recursos humanos, materiales y de instalación cuando así se requieran y de procedimientos técnicos...".

2.‑ Artículo 14 del proyecto del Senado:

"Artículo 14.‑ 

El incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone a los organismos de certificación inscritos en el registro  especial, podrá ser sancionado por el Subsecretario con alguna de las siguientes medidas:

a).‑ Amonestación por escrito;30.

b).‑ Multa a beneficio fiscal, por un monto máximo equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta cien unidades tributarias mensuales;

c).‑ Cancelación de la inscripción en el registro especial, en caso de una o más infracciones calificadas de graves.

Las multas deberán ser pagadas dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución respectiva, la que se tendrá por efectuada al tercer día hábil siguiente al despacho por correo certificado de la misma. Dentro de los cinco días hábiles siguientes se deberá acreditar ante la Subsecretaría el pago correspondiente.

En forma previa a la aplicación de sanciones, se deberá conceder al organismo de certificación un plazo de diez días, que se contará desde la notificación por correo certificado de los cargos, para formular sus descargos. La notificación se tendrá por efectuada al tercer día hábil siguiente al despacho por correo certificado de los cargos.

En todo caso, para la aplicación de la sanción de cancelación, el Subsecretario deberá contar con a lo menos un informe pericial, el que será facultativo en el caso de las demás sanciones, pero el afectado podrá exigirlo, pagando los honorarios o derechos correspondientes.

Se publicará un extracto de la resolución que imponga la sanción referida en la letra c), por una vez, a costa del infractor, en el Diario Oficial.".

Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Reconstrucción os propone aprobar el proyecto de ley remitido por el H. Senado en los mismos términos propuestos, con las siguientes modificaciones:

Artículo 3°.‑

1.‑ En el inciso primero sustituir la frase "la que deberá reunir todos" por "para lo cual se requerirá reunir todos.".

2.‑ En el inciso segundo, agregar a continuación de la palabra "idónea", sustituyendo el punto (.) por una coma (,), la siguiente frase:

"los que se fijarán en el reglamento, atendiendo a la norma o especificación técnica conforme a la cual se emitirá el certificado.".

Artículo 5°.‑

Agregar, en punto seguido, a continuación de la palabra "Agricultura", la siguiente frase:

"E1 pronunciamiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá emitirse dentro de los 45 días siguientes a la presentación del reclamo".

Artículo 14.‑

Sustituir el texto propuesto por el H. Senado por el siguiente nuevo:

"Artículo 14.‑

Las infracciones a las normas de la presente ley y a sus reglamentos, serán sancionadas por el Subsecretario en conformidad a las disposiciones de esta ley. A falta de  sanción expresa y según la gravedad de la infracción, se aplicará alguna de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal, por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en la misma infracción se podrá triplicar el máximo de la multa, y

c) Cancelación de la inscripción en el registro especial. Esta sanción sólo procederá en los siguientes casos:

1. Infracción grave de esta ley o de sus reglamentos;

2. Dos o más infracciones leves de esta ley o de sus reglamentos, en el plazo de un año;

3. No acreditación a la Subsecretaría del pago de la multa que se le hubiere aplicado, dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo dentro del cual haya debido ser pagada;

En forma previa a la aplicación de sanciones, se deberá notificar al infractor el o los cargos que se formulan en su contra. E1 afectado, dentro de los diez días siguientes a la fecha de la notificación, deberá formular sus descargos.

Las multas deberán ser pagadas dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución respectiva, efectuando el pago efectivo en la Tesorería Regional de la República correspondiente al domicilio del organismo sancionado.

En todo caso, para la aplicación de la sanción de cancelación de la inscripción, la Subsecretaría deberá contar con a lo menos un informe pericial, el que será facultativo en el caso de las demás sanciones, pero el afectado podrá exigirlo, pagando los honorarios o derechos correspondientes.

La resolución que imponga la sanción establecida en la letra c) de este artículo, se publicará, por una sola vez, a costa del infractor, un extracto en el Diario Oficial.

Las notificaciones que deban efectuarse para la aplicación de la presente ley, se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el organismo de certificación tenga registrado en la

Subsecretaría. Se entenderá perfeccionada la notificación transcurridos cinco días desde la fecha de entrega del documento a la oficina de correos. No obstante, el Subsecretario podrá disponer que determinadas resoluciones se notifiquen por cédula, por un Notario Público o Receptor Judicial:".

En consecuencia, el texto del proyecto de ley en informe, queda del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1Q.‑ E1 acreditamiento, funcionamiento y supervisión de organismos de certificación de calidad de productos hortofrutícolas se efectuará
conforme a esta ley cuando dicha certificación tenga carácter oficial para las Comunidades Europeas, otras comunidades de países y otros estados, que así lo requieran, y se efectúe en Chile.

Sin embargo, los controles sanitarios y fitosanitarios se efectuarán sólo bajo la responsabilidad de los Ministerios de Salud y de Agricultura, a través de los servicios públicos competentes.

Artículo 2Q.‑ Las referencias de esta ley al Ministerio, al Subsecretario o a la Subsecretaría, se entenderán hechas al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, al Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción o a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, en su caso.

Artículo 3°‑.‑ La calidad de certificador oficial de productos hortofrutícolas para las Comunidades Europeas y las otras comunidades y estados señalados precedentemente, se adquiere por la inscripción en un registro especial que llevará el Ministerio. La inscripción se dispondrá por resolución del Subsecretario que llevará además la firma del Subsecretario de Agricultura, la que deberá dictarse dentro de los cuarenta días siguientes a la presentación de la solicitud del interesado, para lo cual se requerirá reunir todos los antecedentes señalados en el artículo 4° de la presente ley.

Para inscribirse en el registro especial será necesario contar con las instalaciones, los recursos materiales y humanos y los procedimientos técnicos necesarios para la prestación de los señalados servicios en forma idónea, los que se fijarán en el reglamento, atendiendo a la norma o especificación técnica conforme a la cual se emitirá el certificado.

Artículo 4Q.‑ Para solicitar la inscripción en el registro especial, se deberá presentar una petición por escrito en tal sentido, a la cual se deberá acompañar los siguientes antecedentes:

a) Copia autorizada del rol único tributario de la persona natural o jurídica respectiva;

b) Tratándose de personas jurídicas, los documentos que acrediten su constitución y vigencia así como la personería de su representante, además de una copia autorizada de sus estatutos y de sus modificaciones, si las hubiere;

c) Documentos que acrediten que la persona cumple los requisitos mencionados en el inciso segundo del artículo 32. Para ello se acreditará documentadamente la calidad técnica o profesional del personal que efectuará las labores de certificación; se presentará una memoria que describa los procedimientos de certificación y de los ensayos que eventualmente pueda requerir dicha certificación, la que deberá incluir la delimitación de su autoridad y responsabilidad de su personal y la expresión formal de los sistemas de control, documentación y seguimiento; debiendo asimismo presentarse un manual que contenga la política de calidad del organismo certificador, que incluya las características de su sistema organizacional y operativo, en cuanto de él pueda depender la calidad de los servicios que preste, el que deberá incluir una auditoría interna permanente, y

d) Comprobante de pago del costo de la acreditación el que será fijado en Decreto Supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que deberá ser también firmado por el Ministro de Agricultura.

Dichos pagos sólo serán destinados al financiamiento de la acreditación de los organismos de certificación señalados en esta ley.

La resolución que ordene la inscripción en el registro especial se publicará, en extracto, por una vez en el Diario Oficial a costa del solicitante.

Artículo 5Q.‑ Si la resolución del Subsecretario rechaza la inscripción en el registro especial o no se dicta dentro del plazo señalado en el inciso primero del artículo 3Q, se podrá reclamar al Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción para que, si procede, acoja la solicitud de inscripción, para lo cual requerirá informe favorable del Ministro de Agricultura. El pronunciamiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá emitirse dentro de los 45 días siguientes a la presentación del reclamo.

Artículo 6Q.‑ Los organismos de certificación inscritos en el registro especial del Ministerio deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a)Mantener total independencia, imparcialidad e integridad con respecto a los requirentes de sus servicios;

b) Informar al Ministerio por escrito, dentro de quince días, cualquier cambio relevante en sus instalaciones, recursos materiales y humanos, y procedimientos técnicos;

c) Permitir la realización de visitas inspectivas por parte de expertos designados por resolución del Subsecretario;

d) Custodiar los formularios para la confección de los certificados de conformidad, debiendo informar por escrito a la Subsecretaría en caso de pérdida, dentro de los tres días siguientes;

e) Estructurarse, adminis​trarse y funcionar de conformidad a los documentos señalados en la letra c) del artículo 4Q y a las modificaciones de éstos que sean aprobadas por la Subsecretaría;

f) Guardar la confidencialidad de la información que administre y de que hubiere tomado conocimiento a través de sus labores de certificación;

g) Permitir que los expertos que designe mediante resolución el Subsecretario, tomen las muestras necesarias para el cumplimiento de la atribución concedida a la Subsecretaría por el artículo 13;

h) Efectuar gratuitamente los análisis y ensayos de las muestras que les proporcione la Subsecretaría de acuerdo a las instrucciones impartidas por ésta y para el cumplimiento de las atribuciones que le otorga esta ley;

i) Mantener actualizado su domicilio, y

j) Las demás que les impongan las leyes.

Artículo 7Q.‑ La certificación de conformidad se realizará sobre un lote del producto de acuerdo a los requisitos especificados por el requirente.

E1 certificado tendrá validez sólo para el lote inspeccionado.

Artículo 8Q.‑ La certificación de conformidad se realizará tomando como referencia normas técnicas que sean a lo menos equivalentes a las exigidas por las Comunidades Europeas, otras comunidades de países o estados, todos ellos referidos en el artículo 1° de la presente ley. Esta certificación corresponderá al esquema de certificación por tercera parte independiente.

E1 requirente deberá indicar, al organismo que contrate, las normas o especificaciones técnicas cuyo cumplimiento deberá certificar.

Artículo 9Q.‑ Los certificados de conformidad deberán ser emitidos en formularios numerados confeccionados por el Ministerio.

Artículo 10.‑ Los certificados a que se refiere al artículo anterior, y los formularios en que se expidan, tendrán, para los efectos establecidos en los artículos 193, 194 y 196 del Código Penal, la calidad de instrumentos públicos.

Artículo 11.‑ En ningún caso la certificación de calidad a que se refiere esta ley comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado.

Artículo 12.‑ E1 Ministerio, en coordinación con el de Agricultura, supervisará el cumplimiento de la presente ley, y velarán en particular por lo siguiente:

a) Que los organismos de certificación den cumplimiento a las obligaciones contempladas en el artículo 62, y

b) La correcta emisión de certificados de conformidad.

En el ejercicio de las facultades que les confiere esta ley, los Ministerios se regirán por criterios que no signifiquen una discriminación en cuanto al número y naturaleza de las inspecciones o controles que se impongan a los certificadores.

Artículo 13.‑ E1 Ministerio, en coordinación con el de Agricultura, establecerá un sistema de seguimiento que permita evaluar la confiabilidad operativa de los organismos de certificación.

Artículo 14.‑ Las infracciones a las normas de la presente ley y a sus reglamentos, serán sancionadas por el Subsecretario en conformidad a las disposiciones de esta ley. A falta de sanción expresa y según la gravedad de la infracción, se aplicará alguna de las siguientes sanciones: 

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal, por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en la misma infracción se podrá triplicar el máximo de la multa, y

c) Cancelación de la inscripción en el registro especial. Esta sanción sólo procederá en los siguientes casos:

1.
Infracción grave de esta ley o de sus reglamentos;

2. Dos o más infracciones leves de esta ley o de sus reglamentos, en el plazo de un año;

3. No acreditación a la Subsecretaría del pago de la multa que se le hubiere aplicado, dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo dentro del cual haya debido ser pagada.

En forma previa a la aplicación de sanciones, se deberá notificar al infractor el o los cargos que se formulan en su contra. E1 afectado, dentro de los diez días siguientes a la fecha de la notificación, deberá formular sus descargos.

Las multas deberán ser pagadas dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución respectiva, efectuando el pago efectivo en la Tesorería Regional de la República correspondiente al domicilio del organismo sancionado.

En todo caso, para la aplicación de la sanción de cancelación de la inscripción, la Subsecretaría deberá contar con a lo menos un informe pericial, el que será facultativo en el caso de las demás sanciones, pero el afectado podrá exigirlo, pagando los honorarios o derechos correspondientes.

La resolución que imponga la sanción establecida en la letra c) de este artículo, se publicará, por una sola vez, a costa del infractor, un extracto en el Diario Oficial.

Las notificaciones que deban efectuarse para la aplicación de la presente ley, se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el organismo de certificación tenga registrado en la Subsecretaría. Se entenderá perfeccionada la notificación transcurridos cinco días desde la fecha de entrega del documento a la oficina de correos. No obstante, el Subsecretario podrá disponer que determinadas resoluciones se notifiquen por cédula, por un Notario Público o Receptor Judicial.

Artículo transitorio.‑ Los certificadores de calidad que hubieren sido autorizados por resolución del Subsecretario en conformidad al Decreto Ley N°2.699, de 1979, y su reglamento, entre el 23 de noviembre de 1992 y la fecha de vigencia de esta ley, se entenderán inscritos de pleno derecho en el registro especial a que se refiere el artículo 3° permanente.".

Se designó Diputado Informante a don Carlos Caminondo.

SALA DE LA COMISION, a 12 de enero de 1993.

Acordado en sesión de fecha 12 de enero de 1993, con asistencia de los Diputados señores: Armando Arancibia, Carlos Caminondo, Carlos Dupré, Carlos Ignacio Kuschel, Juan Carlos Latorre, Juan Martínez, Joaquín Palma, Juan Alberto Pérez, Ramón Pérez y Carlos Recondo.

